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FREDDY DE J. MACHUCA PALACIO mayor de edad y con domicilio en la ciudad de 
Barranquilla de esta vecindad, apoderado de la accionante AURIESTELA MENDOZA 
JIMENEZ, identificada con la C. C. No.22.519.652 de Barranquilla, actuando en su nombre 
y representación en el trámite referenciado, lo saludo respetuosamente y le comunico  
 

COMENTARIOS ADICIONALES A LA ACCIÓN IMPETRADA 
 
Creemos que, al adicionar, en tiempo, nuestro libelo de la acción de tutela precedente, 
permítasenos entonces hacerlo con las reflexiones que exponemos a continuación: 
 
Entendemos que en un Estado Social, Democrático y de Derecho, como expresamente 
nuestra Carta Política lo consagra dogmáticamente, la garantía jurídica más elocuente en 
el amparo de los derechos fundamentales invocados es el DEBIDO PROCESO,  entendido 
como el juzgamiento ante Juez Natural, bajo Leyes preexistentes al acto imputado o hecho 
lesivo ocurrido,  observándose las formas propias del juicio, llámense o denomínense 
Constitución Nacional y su Bloque, leyes sustanciales y procesales de ídem efectos, 
protocolos, etc. aplicables correctamente, sin yerro de hecho o de derecho, sobre lo cual 
seremos INTENSOS y ESTRICTOS, como nos lo ha enseñado el precedente 
jurisprudencial constitucional, acogido en todas las ramas del derecho, decantado, entre 
otras, en la sentencia C-093 de 2001, M.P. Dr. Cepeda. 
 
Al abordar la temática nos referimos a ciertos derechos fundamentales que no se los han 
garantizado a mi representada y a otras personas aludidas en el libelo, porque han sido 
transgredidos, como defensa y contradicción, intimidad, acceso a la administración de 
justicia, ser oídos, etc. 
 
Que constituyen el sustrato de aquél insigne derecho. Como también lo ha sido el Principio 
Universal de Legalidad, que en los países democráticos evita la arbitrariedad de quien tiene 
la posición dominante y detenta el poder político, administrativo, policivo o económico o 
judicial. Para ello, preservar los derechos conculcados aludidos, y en concreto el 
concerniente al Principio de Legalidad, discerniremos basados en la propia ley de leyes y 
en el precedente jurisprudencial nacional, que brota de las decisiones de las cortes y 
tribunales internacionales de justicia que acogen nuestra legislación y 
autoridades.                                 
 
Acorde con lo anterior, se tiene que en la sentencia hito de la Corte Constitucional C-038 de 
1995, M. P. Dr. Alejandro Martínez Caballero, que es precedente jurisprudencial 
constitucional decantado, nos enseña que la nuestra Carta Política de 1991 consagra una 
serie de valores de esencia democrática, una serie de principios generales y universales de 
derecho y también específicos, unos derechos fundamentales del ser humano y del 
ciudadano común, aun los de segunda y tercera generación, y una reglas sustanciales y 
procesales del mismo efecto, a los cuales deben someterse, garantizarse, conservarse,  
 



preservarse, cumplirse en TODA DECISIÓN JUDICIAL y en las PETICIONES de las partes 
y/o sujetos procesales, para que tanto aquéllas como éstas constituyan una PROPOSICIÓN 
JURÍDICA COMPLETA, denominase DECISIÓN JUDICIAL la que hace el juzgador, 
llamase PETICIÓN, para las que hacen las partes.  
 
Así lo tienen decantado el precedente jurisprudencial constitucional y el de cada rama del 
derecho. Ahora bien, según el mismo precedente jurisprudencial, para que la proposición 
jurídica sea completa y tenga RAZÓN SUFICIENTE y capacidad suasiva o de convinsión, 
ha de estar MOTIVADA SUFICIENTEMENTE, es decir, SUSTENTADA O 
FUNDAMENTAMENTADA FÁCTICA, PROBATORIA y JURÍDICAMENTE, que no lo hacen, 
ni la administración distrital con su Resolución, ni los jueces de primera y segunda instancia 
que la revivieron.                                        
 
El del A Quo yerra al dar o tener como probado, tácita  o expresamente, lo  que el Distrito 
de Barranquilla aduce haber hecho o efectuado o realizado supuesta y presuntamente, 
en  cumplimiento de su deber emanado de la ley y los protocolos, ampliamente expuestos 
en el cuerpo de nuestro libelo,  en aras de proteger el PATRIMONIO Cultural, dentro del 
término en ellos EXPRESAMENTE señalado, con una inadecuada e insuficiente labor 
utilizando únicamente lo que gráficamente hemos descrito como simples picos, palas y el 
mismo número insuficiente de obreros, sin maquinaria alguna apropiada ni logística alguna 
como  verbigracia,  desalojo previo,  para DEMOLER una mole de cemento de cinco (5) 
pisos constantes de apartamentos, local comercial, etc.,  ocupados como vivienda familiar 
y de servicio público sin que a éstas se les haya advertido ni notificado  la necesidad forzosa 
del DESALOJO ni tampoco apropiarles preventivamente un lugar donde ubicarse. 
 
Por eso sostenemos que el ente obligado OMITIÓ por COMISIÓN esos deberes derivados 
no solo de la naturaleza del asunto, donde están de por medio Derechos Fundamentales, 
como también los deberes inherentes a toda autoridad administrativa, política, policía y 
judicial que encarna el señor Alcalde de este Distrito.                                        
 
Esta autoridad, al no corresponder con sus deberes dentro de los parámetros legales y de 
los protocolos, le quita eficacia jurídica a su propia resolución y les resta mérito jurídico a 
ambas decisiones judiciales.                                    
 
A la segunda, del Ad Quem, emanada del Honorable Tribunal, porque éste yerra al 
desconocer el hecho aludido reavivando una facultad, por medio de orden 
judicial cuandoquiera que ya había fenecido por falta de eficacia jurídica, como lo 
explicamos y fundamentamos, de parte del Alcalde y todo el equipo de Gobierno, incluida 
la Junta o Comité que vela por el derecho colectivo.                                                                      
 
Lo que se percibe es que el juzgador de segunda instancia, y por supuesto el de primera, 
no tienen en cuenta el cumplimiento cabal de ese tipo de obligaciones, reseñadas 
sucintamente en nuestro libelo, por parte del ente gubernativo sino también por  parte del 
comité asesor quedando y sembrándonos la falsa idea de que el PATRIMONIO 
CULTURAL, que es intangible, inenajenable, etc. tenga una naturaleza ABSOLUTA, de 
modo irresoluto  por virtud de la ley, en sentido amplio, y de cara a los derechos 
fundamentales primigenios, que tampoco son absolutos, como al conocimiento humano y 
filosófico.                                                                           
 
Sobre lo anterior es pertinente recabar que en la ratio deciden di de las decisiones judiciales 
disentidas, se deja entrever que no se dio posibilidad de buscar una  solución o salida que 
resulte RAZONABLE y PROPORCIONAL, tendiente y en búsqueda del candil de la 
JUSTICIA , que sí lo hacemos nosotros  en defensa de derechos fundamentales apegados 
a la ley, sobre lo cual invitamos a los respetados magistrados que se nos permita auscultarlo 
SUSPENDIENDO las órdenes administrativa y 
judiciales.                                                                      
 
Con la situación anterior quedan en vilo inminente de peligro lo que subyace en torno de 
los derechos fundamentales que invocamos, entre éstos el principio de legalidad al cual se 
refiere esta sencilla y breve exposición e, incluso, esa es nuestra petición principal, 
declarándola NULA, por las razones suficientemente esbozadas y planteadas en el 
libelo.                            
 
No es posible concebir jurídicamente que una decisión judicial, e incluso cualquier acto del 
ser humano, sea admisible y justo si no es razonable y proporcional, a menos que si 
afectare derechos o bienes ajenos se dé el TRATO DEBIDO,  
 



noción desarrollada sapientemente por la Corte Constitucional en la sentencia citada C-093 
de 2001, decantada suficientemente como precedente jurisprudencial constitucional, al 
analizar el principio de IGUALDAD consagrado en el artículo 13 Superior, considerando que 
nada es igual, y si lo fuere, recibirá el mismo trato; todo lo contrario, 
 
 lo que existe son condiciones y situaciones, como la de mi representada y todos aquellos 
que se afectarían de cumplirse las órdenes administrativas y judiciales al demolerles el sitio 
y recinto de vivienda.                 
 
Ese trato dado de esa manera es una forma ARBITRARIA, por VIA DE HECHO del poder 
o posición dominante frente al ciudadano común y corriente.  
 
De procederse así se estaría dando un trato desigual pero NO DIFERENCIADO  a que 
tienen derecho los que se afectan con tales determinaciones, entre ellos menores de edad, 
por estar, frente a las autoridades, administrativa y judicial, en CONDICIONES DE 
MANIFIESTA INFERIORIDAD,  por eso de la POSICIÓN DOMINANTE, decíamos,  lo que, 
de producirse las insensatas decisiones, las convierten en IRRAZONABLES y 
DESPROPORCIONADAS, máxime cuando, como nos referimos 
y  advertimos,  jurídicamente una ACCIÓN POPULAR no es el MECANISMO JURÍDICO 
PARA SUPLIR LA OMISIÓN DEL ALCALDE  DISTRITAL de velar y hacer valer el derecho 
colectivo esgrimido.                                                                    
 
Pues bien, una vez expresadas las razones de las consecuencias causadas en detrimento 
de caros derechos fundamentales si no se observa el principio de legalidad, bueno es 
proseguir del lado jurisprudencial acerca de lo que implica y conlleva una decisión u orden 
y su cumplimiento sin observancia del mismo, que no es más que la NULIDAD POR FALTA 
DE GARANTÍAS puesto que, en este asunto y caso concreto, se incurre en RAZON o 
MOTIVO INSUFICIENTE, e incluso, en FALSA RAZÓN o MOTIVACIÓN, tanto fáctica, 
como probatoria  y jurídica, para no sostener en INTERPRETACIÓN ERRÓNEA de normas 
de derecho y APLICACIÓN INDEBIDAS, lo que  a la luz del artículo 29 Superior, es de 
naturaleza  jurídica y constituye NULIDAD ABSOLUTA, insaneable que no sea por vía de 
recursos, o  mejor, como tiene advertido el precedente jurisprudencial constitucional y las 
distintas jurisdicciones,  comoquiera que aquéllos vulneran gravemente esos derechos  y 
las decisiones son demorados es la misma Corte Constitucional lo que RECOMIENDA 
ACUDIR A LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE TUTELA  y así lo viene diciendo desde 
2012 en sentencia de unificación (Dr. Chaljub), y por eso hemos invocado este mecanismo 
judicial en este asunto.                                                                              
 
Por último, téngase presente que los principios gobiernan la actuación procesal, son 
obligantes observarlos y aplicarlos, son fuente de derecho y de interpretación del texto y de 
la norma jurídica.  
                                          
Aprovecho la oportunidad apreciado Magistrado para ajuntar a este escrito, la Escritura 

Pública No. 972 de abril 5 de 2005, citada en los anexos de la acción y no anexada por 

olvido involuntario. 

Del señor Magistrado  

 

 
FREDDY DE J. MACHUCA PALACIO 
C. C. No.8.662.244 de Barranquilla 
T. P. No.41.705 del C. S. de la J. 
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